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El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso. 

El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la Secretaría de esta Sala.
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JENNY ALEXANDRA MONTOYA JARAMILLO Y OTRO
Magistrado Ponente: 
JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

TEMA: 


HURTO CALIFICADO / PROCEDIMIENTO PENAL ABREVIADO-LEY 1826 / REBAJA POR REPARACIÓN DE PERJUICIOS / SE APLICA CUANDO REPARACIÓN SE HACE ANTES DE SENTENCIA DE PRIMERA O ÚNICA INSTANCIA / CONFIRMA CONDENA / El segundo es el referente a la sentencia, puesto que la procesada muestra su inconformidad por no haber sido citada a la audiencia de lectura de fallo, y resulta que el procedimiento penal abreviado contemplado en la Ley 1826/17 suprimió dicho acto, y por ello la decisión se entiende notificada con el traslado del escrito de sentencia, el cual conforme lo consagrado en el artículo 22 de dicha normativa que adicionó el artículo 545 al Código Penal, deberá hacerse dentro de los 10 días siguientes al anuncio del sentido del fallo.

(…)

El artículo 269 C.P. señala claramente que la rebaja de pena por reparación de perjuicios se aplicará cuando antes de dictarse sentencia de primera o única instancia el responsable restituyere el objeto material del delito o su valor, e indemnizare los perjuicios al perjudicado.
No obstante que la víctima recuperó los elementos hurtados desde el momento de la aprehensión de los involucrados, el pago del monto en el que ella fijó los perjuicios se hizo con posterioridad a la sentencia de primera instancia.

(…)

No son de recibo por tanto los argumentos presentados por el referido profesional, en cuanto a que debe aceptarse ese pago porque en su criterio “el plazo debe extenderse hasta la ejecutoria en los procesos de doble instancia”, y además  “se evitaría a la víctima solicitar el incidente de reparación”, puesto que ello va en contravía de lo dispuesto en la referida disposición, e incluso de lo que jurisprudencialmente se ha establecido en cuanto a que puede fijarse un valor provisional por ese concepto precisamente para que el procesado pague antes de dictarse la sentencia y se haga acreedor a la rebaja de pena, sin que ello impida que en forma posterior quien se dice afectado adelante el incidente con miras a lograr una reparación integral ya de carácter definitivo; empero, lamentablemente, una tal fijación provisional no fue solicitada en este caso específico a la jueza por parte de la defensa, ya que lo informado es que el defensor iba a contactar a la víctima para esa finalidad.
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SALA de decisión PENAL

Magistrado Ponente

 JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

    Pereira, cinco (05) de marzo de dos mil dieciocho (2018)
  ACTA DE APROBACIÓN No 217
  SEGUNDA INSTANCIA
	Fecha y hora de lectura: 
	Marzo 09 de 2018.  9:22 a.m.

	Imputado: 
	Jenny Alexandra Montoya Jaramillo y otro

	Cédula de ciudadanía:
	1´088.003.499 expedida en Dosquebradas (Rda.)

	Delito:
	Hurto calificado

	Víctima:
	Blanca Yiceth Marulanda Marín

	Procedencia:
	Juzgado Tercero Penal Municipal con función de conocimiento de Pereira (Rda.)

	Asunto:
	Decide apelación interpuesta por la defensa contra la sentencia de condena de diciembre 22 de 2017. SE CONFIRMA


El Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira pronuncia la sentencia en los siguientes términos:

1.- hechos Y precedentes

La situación fáctica jurídicamente relevante y la actuación procesal esencial para la decisión a tomar, se pueden sintetizar así:

1.1.- Dan cuenta los registros, que en octubre 27 de 2017 siendo las 23:58 horas cuando la señora BLANCA YICETH MARULANDA MARÍN se desplazaba por el puente peatonal ubicado en la carrera 7ª con Avenida del Ferrocarril de esta ciudad, fue abordada por una mujer (JENNY ALEXANDRA MONTOYA JARAMILLO) y un hombre (JUAN SEBASTIÁN TORRES RUBIO), y éste último la intimidó con arma blanca -cuchillo- y le exigió entregar el bolso que llevada, el cual le arrebataron y emprendieron la huida por la carrera 8ª con calle 10. BLANCA YICETH los siguió y pidió auxilio, por lo que la patrulla del cuadrante que pasaba por allí logró capturar a los involucrados, quienes fueron reconocidos por la afectada al igual que sus pertenencias (celular, dinero y documentos varios) avaluadas en la suma de $650.000.oo
1.2.- En la misma fecha y ante la Fiscalía 18 Seccional en turno URI, los indiciados acompañados de su defensor manifestaron su interés de suscribir acta de aceptación de cargos al tenor de lo dispuesto en el artículo 16 de la Ley 1826/17 que adicionó el artículo 539 C.P.P. En octubre 28 de 2017 se realizaron las audiencias preliminares mediante las cuales se legalizó la captura, se dio traslado del escrito de acusación con aceptación de cargos, por la conducta de hurto calificado y agravado en calidad de coautores -artículos 239, 240 inciso 2 y 241 numeral 10 C.P.-, se materializó el descubrimiento probatorio, y se impuso medida de aseguramiento consistente en detención preventiva en establecimiento de reclusión.
1.3.- El conocimiento del asunto fue asignado al Juzgado Tercero Penal Municipal de esta ciudad, autoridad que convocó para la correspondiente audiencia de individualización de pena y sentencia concentrada (diciembre 7 de 2017, y posteriormente se emitió el fallo (diciembre 22 de 2017) por medio de la cual: (i) se declaró penalmente responsables a los imputados en congruencia con los cargos formulados y admitidos; (ii) se les impuso como sanción privativa de la libertad la de 36  meses de prisión para JUAN SEBASTIÁN TORRES RUBIO y la de 72 meses para JENNY ALEXANDRA MONTOYA JARAMILLO
, e inhabilitación en el ejercicio de derechos y funciones públicas por un tiempo igual al de la sanción principal; y (iii) se les negó el subrogado de la suspensión condicional de la ejecución de la pena.

1.4.- La procesada JENNY ALEXANDRA MONTOYA JARAMILLO no estuvo de acuerdo con esa determinación y la impugnó, motivo por el cual el recurso fue concedido en el efecto suspensivo y se dispuso la remisión del expediente y los registros ante esta Corporación con el fin de desatar la alzada.

2.- Debate

2.1.- Procesada -recurrente-

Considera que la condena emitida en su contra no se encuentra ajustada a derecho por lo siguiente:

No estuvo presente en la audiencia de lectura de sentencia, y el abogado que asistió a la misma no fue el defensor al cual le había dado poder, pese a que en ningún momento le fue informado el cambio de defensor ni los motivos para ello.
No tuvo la oportunidad de llegar a un preacuerdo sobre el delito que le fue endilgado, respecto de cual aceptó cargos en la primera oportunidad.

La víctima no fue agredida físicamente, salió ilesa de los hechos, y sus pertenencias (un celular, dinero y documentos), avaluadas en la suma de $650.000.oo, le fueron entregadas.

Voluntariamente quería indemnizar a la ofendida pero ella no aceptó, y en una de las audiencias dijo que era consciente de la necesidad económica que ellos tenían. 

Es una persona de escasos recursos, lo cual se puede corroborar porque no tiene a su nombre ninguna propiedad o negocio, e incluso se le puede realizar una visita socio-familiar para verificar las condiciones en las que vive tanto ella como su familia.

Por sugerencia de su defensor efectuó el pago de la indemnización por el valor fijado $100.000.oo, y por ello considera que debe realizarse la correspondiente rebaja de pena. 

2.2.- Defensa -recurrente-
Indica que coadyuva la petición de su representada, y confirma que en su calidad de defensor hizo comparecer a la víctima BLANCA YICETH MARULANDA MARÍN a la Fiscalía 24 Local de Pereira, para efectos de que manifestara a cuánto ascendían los perjuicios, y ésta fijó los mismos en $100.000.oo
De conformidad con el artículo 269 C.P. la pena debe rebajarse de la mitad a las tres cuartas partes si antes de dictarse sentencia de primera o única instancia, el responsable restituye el objeto material del delito o su valor, e indemnizare los perjuicios ocasionados al ofendido.

En el citado artículo se indica que el término para indemnizar los asuntos de única instancia es hasta el momento de la sentencia, entonces en los de doble instancia que tienen término de ejecutoria, durante ese lapso debe permitirse al acusado efectuar el pago de perjuicios, y con ello se evita a la víctima el engorroso trámite del incidente de reparación.

Por lo anterior, solicita se tenga en consideración la consignación realizada por su representada, y se le otorgue el descuento establecido en el artículo 269 tanto a ella como al otro procesado.

2.3.- Los sujetos procesales no recurrentes no se pronunciaron al respecto.
3.- Para resolver, se considera

3.1.- Competencia

La tiene esta colegiatura de conformidad con los factores objetivo, territorial y funcional a voces de los artículos 20 y 34.1 de la Ley 906 de 2004, al haber sido interpuesta apelación contra una providencia susceptible de ese recurso y por una parte habilitada para hacerlo -en nuestro caso la procesada coadyuvada por su defensor.

3.2.- Problema jurídico planteado
Se contrae básicamente a establecer si es procedente conceder la rebaja de pena por reparación establecida en el artículo 269 C.P., no obstante haberse hecho el pago de perjuicios con posterioridad a la sentencia.
3.3.- Solución a la controversia

Nos encontramos en presencia de un trámite regido por el procedimiento penal abreviado, en el cual antes de hacerse la audiencia concentrada para correr traslado del escrito de acusación, hubo aceptación de cargos por parte de los involucrados en forma libre, voluntaria, consciente, debidamente asistidos y profusamente ilustrados acerca de las consecuencias de hacer dejación de su derecho a la no autoincriminación, lo que no obsta para asegurar que además de ese allanamiento unilateral que despeja el camino hacia el proferimiento de un fallo de condena, en el diligenciamiento en verdad existen elementos de convicción que determinan que la conducta ilícita que se pregona sí existió y que los procesados tuvieron participación activa en la misma.

No se avizora irregularidad sustancial alguna de estructura o de garantía, ni error in procedendo insubsanable que obligue a la Sala a retrotraer la actuación a segmentos ya superados; en consecuencia, se procederá al análisis de fondo que en derecho corresponde.
Como ya se dijo, el objeto principal de la apelación presentada por la procesada JENNY ALEXANDRA MONTOYA JARAMILLO es obtener la rebaja de pena consagrada en el artículo 269 C.P. por concepto de reparación integral de perjuicios, a la cual considera ser acreedora por haber pagado el monto fijado por la víctima por ese concepto; no obstante, el Tribunal aclarará previamente algunos puntos respecto a los cuales se observa existe confusión por parte de la apelante.

El primero de ellos es el atinente al defensor que la representa, ya que asegura que el mismo fue cambiado sin que se le informara al respecto, afirmación que no corresponde a la realidad, porque por el contrario se advierte que el profesional del derecho que le fue asignado por la Defensoría del Pueblo desde el momento de su captura es el mismo que vela por sus intereses en la actualidad, e incluso coadyuvó el recurso interpuesto. Tampoco se sabe de poder conferido a un abogado de confianza.
El segundo es el referente a la sentencia, puesto que la procesada muestra su inconformidad por no haber sido citada a la audiencia de lectura de fallo, y resulta que el procedimiento penal abreviado contemplado en la Ley 1826/17 suprimió dicho acto, y por ello la decisión se entiende notificada con el traslado del escrito de sentencia, el cual conforme lo consagrado en el artículo 22 de dicha normativa que adicionó el artículo 545 al Código Penal, deberá hacerse dentro de los 10 días siguientes al anuncio del sentido del fallo.

En este caso se advierte que la audiencia de individualización de pena y sentencia se realizó en diciembre 07 de 2017, y a la misma asistieron ambos judicializados, acto en el cual se fijó en estrados la fecha en que se correría traslado de la sentencia -diciembre 22 de 2017-, todo ello en acatamiento de la citada norma.
Lo tercero es que la procesada si bien muestra inconformidad por no haber podido acceder a un preacuerdo, ello no era posible porque como bien lo señala en su escrito, aceptó cargos en la primera oportunidad, y precisamente con fundamento en dicho allanamiento, una vez se realizó la correspondiente verificación por la titular del despacho, se emitió la sentencia de condena que es objeto del presente recurso.

Dilucidado lo anterior, en lo que es materia de la apelación, advierte la Colegiatura que la pretensión invocada por la impugnante no tiene vocación de prosperidad como pasa a exponerse.

El artículo 269 C.P. señala claramente que la rebaja de pena por reparación de perjuicios se aplicará cuando antes de dictarse sentencia de primera o única instancia el responsable restituyere el objeto material del delito o su valor, e indemnizare los perjuicios al perjudicado.

No obstante que la víctima recuperó los elementos hurtados desde el momento de la aprehensión de los involucrados, el pago del monto en el que ella fijó los perjuicios se hizo con posterioridad a la sentencia de primera instancia.

El abogado que representa los intereses de la judicializada si bien ubicó a la señora BLANCA YICETH para que precisara el valor en el que estimaba los perjuicios, según lo había anunciado en la audiencia de individualización de pena y sentencia, no logró que su representada efectuara ese pago antes de proferirse el fallo, pese a que tenía conocimiento de la fecha exacta en la que se correría traslado del mismo.

No son de recibo por tanto los argumentos presentados por el referido profesional, en cuanto a que debe aceptarse ese pago porque en su criterio “el plazo debe extenderse hasta la ejecutoria en los procesos de doble instancia”, y además  “se evitaría a la víctima solicitar el incidente de reparación”, puesto que ello va en contravía de lo dispuesto en la referida disposición, e incluso de lo que jurisprudencialmente se ha establecido en cuanto a que puede fijarse un valor provisional por ese concepto precisamente para que el procesado pague antes de dictarse la sentencia y se haga acreedor a la rebaja de pena, sin que ello impida que en forma posterior quien se dice afectado adelante el incidente con miras a lograr una reparación integral ya de carácter definitivo; empero, lamentablemente, una tal fijación provisional no fue solicitada en este caso específico a la jueza por parte de la defensa, ya que lo informado es que el defensor iba a contactar a la víctima para esa finalidad. 
En esas condiciones, no hay lugar a efectuar modificación alguna a la sentencia emitida por parte de la primera instancia, y en consecuencia la Sala le dará cabal confirmación. 
De conformidad con lo expuesto, El Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira (Rda.), Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, CONFIRMA el fallo objeto de impugnación.
Esta sentencia queda notificada en estrados y contra ella procede el recurso extraordinario de casación, que de interponerse habrá de hacerse dentro del término legal.

Los Magistrados, 

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE
       JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

MANUEL YARZAGARAY BANDERA
El Secretario de la Sala,

WILSON FREDY LÓPEZ
� La diferencia de pena radica en que al procesado TORRES RUBIO le fue reconocido el descuento al que se contrae el dispositivo 268 C.P., en tanto a la acusada MONTOYA JARAMILLO no por contar ya con un antecedente penal. 
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